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SANTOS MEDINA FÉLIX y 
la sociedad legal de 

gananciales compuesta por 
él y MARILYN ALICEA 

COLLAZO, 
 

Peticionaria, 
 

v. 
 

CLARO/PRT TEL. CO.; 
CARRIÓN, LAFITTE & 

CASELLAS, INC. 
BROKERS; HUMBERTO 
HINOJOSA, MARY DOE 

DE HINOJOSA y la 
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gananciales compuesta por 
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CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala de San Juan. 
 
 
Civil núm.: 
K PE2013-0312. 
 
 
Sobre:  
daños y perjuicios por 
violación a derechos 
constitucionales y 
discrimen por edad. 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, la Jueza Grana 
Martínez y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
  

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de julio de 2017. 
 

La parte peticionaria, compuesta por Santos Medina Félix, Marilyn 

Alicea Collazo y la sociedad legal de bienes gananciales constituida por 

ambos, instó el presente recurso el 27 de abril de 2017.  En él, solicitó que 

revocáramos la determinación emitida el 17 de abril de 2017, notificada el 

20 de abril de 2017, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan.  

Mediante esta, el foro primario denegó la solicitud de costas presentada 

oportunamente por la peticionaria, por los gastos incurridos en la 

tramitación de un recurso de apelación ante este Tribunal, en el que resultó 

ser la parte victoriosa.  

Evaluado el recurso ante nos, y por los fundamentos que 

expondremos a continuación, expedimos el auto de certiorari, revocamos 

la determinación recurrida y devolvemos para la continuación de los 

procedimientos, acorde con lo aquí resuelto. 
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I. 

 La controversia que atendemos inició a raíz de una sentencia 

sumaria desestimatoria emitida el 2 de marzo de 2016, notificada el 3 de 

marzo de 2016, a favor de la parte recurrida.  Por virtud de esta, el foro 

primario desestimó, con perjuicio, la demanda incoada por la parte 

peticionaria. 

 Por ello, la peticionaria acudió ante este Tribunal1 y, mediante la 

sentencia emitida el 26 de agosto de 2016, la sentencia apelada fue 

revocada y el caso devuelto al foro primario, para la continuación de los 

procedimientos.  Así las cosas, la parte aquí recurrida acudió ante el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico y este denegó la petición de certiorari; el 

correspondiente mandato fue emitido el 27 de febrero de 2017, por lo que 

dicha decisión advino final y firme. 

 Oportunamente, el 3 de marzo de 2017, la peticionaria presentó un 

memorando de costas2 por los gastos incurridos en su tramitación de la 

apelación y, el 9 de marzo de 2017, el Tribunal de Primera Instancia lo 

aprobó.  Inconforme, el 21 de marzo de 2017, la parte recurrida presentó 

una solicitud de reconsideración.   

En síntesis, adujo que no procedía la concesión de costas, hasta 

tanto el pleito no culminara en su totalidad.  Además, objetó que las costas 

se hubiesen concedido previo a que cursara el término para su 

impugnación.  Por último, también refutó la cuantía solicitada, por el 

fundamento de que varias de las partidas solicitadas no eran recobrables.   

Por su lado, la peticionaria se opuso a la solicitud de reconsideración 

y esgrimió que la Regla 44.1 (c) de las de Procedimiento Civil es clara, en 

cuanto a que permite la concesión de costas a la parte a cuyo favor se dictó 

sentencia en apelación.  Además, señaló que la recurrida no se opuso 

oportunamente al memorando de costas.  De otra parte, recalcó que todas 

las partidas solicitadas eran recobrables.  

                                                 
1 Véase, KLAN201600440. 
 
2 Sin embargo, notificó dicho memorando a la recurrida el 6 de marzo de 2017.  Véase, 
apéndice del recurso de certiorari, a la pág. 55. 
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Evaluadas las sendas posturas de las partes litigantes, el foro 

primario emitió la orden impugnada ante nos.  En ella, modificó lo resuelto 

previamente y determinó que el memorando de costas se atendería luego 

de resolverse todas las controversias pendientes.   

Insatisfecha, la peticionaria instó el presente recurso y señaló el 

siguiente error: 

Erró el TPI al dejar en suspenso un Memorando de Costas 
presentado por el Peticionario a pesar de que el Peticionario 
prevaleció en su Apelación conforme a la Regla 44.1(c) de las 
de Procedimiento Civil. 

 
 En su escrito, la peticionaria reiteró lo dispuesto en la Regla 44.1 (c) 

de Procedimiento Civil, sobre la procedencia de costas a favor de la parte 

que un tribunal apelativo dicte sentencia.  Así, enfatizó que este Tribunal 

revocó la sentencia desestimatoria emitida por el foro recurrido, por lo que 

el Tribunal de Primera Instancia incidió al reconsiderar su orden inicial.  

Razonó que, al haberse revocado la sentencia apelada, adquirió el estatus 

de parte victoriosa requerido para la solicitud de costas.  En ese sentido, 

puntualizó que la concesión de las costas solicitadas resulta obligatoria.  

Por otro lado, reiteró que la parte recurrida no se opuso oportunamente al 

memorando de costas y recalcó que todos los gastos incurridos fueron 

necesarios. 

 Transcurrido el término para que la parte recurrida compareciese sin 

que así lo hiciera, resolvemos sin trámites ulteriores3. 

II. 

A. 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya 

sea expidiendo el auto o denegándolo.  Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005).  Así pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal revisor 

                                                 
3 Véase, Regla 7 (B) (5) del Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 
XXII-B, R. 7 (B) (5). 
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para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 

De otra parte, la discreción para entender en el recurso de certiorari 

no se ejerce en el vacío.  A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento de 

este Tribunal establece los criterios que debemos considerar al momento 

de ejercer nuestra facultad discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
        
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso abuso 

de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o 

que se [haya equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial.”  Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986).  Lo anterior le impone a este Tribunal la obligación de 

ejercer prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de instancia.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

Por último, debemos apuntar que la Regla 44.1 (c) de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1 (c), sobre la concesión de las 

costas en la etapa apelativa, claramente dispone que la resolución que 
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emita el Tribunal de Primera Instancia sobre este tema podrá revisarse, 

mediante el recurso de certiorari, ante este Tribunal de Apelaciones.      

B. 

 Como norma general, la imposición de las costas y los honorarios 

de abogados se rige por lo dispuesto en la Regla 44.1 de las de 

Procedimiento Civil.  En lo atinente, esta dispone: 

(a) Su concesión.- Las costas serán concedidas a la parte a 
cuyo favor se resuelva el pleito o se dicte sentencia en 
apelación o revisión, excepto en aquellos casos en que se 
disponga lo contrario por ley o por estas reglas.  Las costas 
que podrá conceder el tribunal son los gastos incurridos 
necesariamente en la tramitación de un pleito o 
procedimiento que la ley ordena o que el tribunal, en su 
discreción, estima que una parte litigante debe reembolsar a 
otra. 
 
(b) Cómo se concederán.- La parte que reclame el pago de 
costas presentará al tribunal y notificará a la parte contraria, 
dentro del término de diez (10) días contados a partir del 
archivo en autos de copia de la notificación de la sentencia, 
una relación o memorándum de todas las partidas de gastos 
y desembolsos necesarios incurridos para la tramitación del 
pleito o procedimiento.  […]  Cualquier parte que no esté 
conforme con las costas reclamadas podrá impugnarlas en 
todo o en parte, dentro del término de diez (10) días contados 
a partir de aquel en que se le notifique el memorándum de 
costas.  […] 
 
(c) En etapa apelativa.- La parte a cuyo favor un tribunal 
apelativo dicte sentencia presentará en la sala del Tribunal 
de Primera Instancia que decidió el caso inicialmente y 
notificará a la parte contraria, dentro del término 
jurisdiccional de diez (10) días contados a partir de la 
devolución del mandato y conforme a los criterios 
establecidos en el inciso (b) anterior, una relación o 
memorándum de todas las partidas de gastos y desembolsos 
necesarios incurridos para la tramitación del recurso ante el 
Tribunal de Apelaciones y en el Tribunal Supremo, según 
corresponda.  […]  
 
Cuando se revoque la sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia la parte a cuyo favor se dicte la sentencia, 
presentará un memorándum de costas de conformidad 
con el procedimiento y el término establecido en este 
inciso e incluirá los gastos y desembolsos incurridos 
tanto en el Tribunal de Primera Instancia como en el 
Tribunal de Apelaciones y en el Tribunal Supremo. 
.              .            .             .            .            .            .             . 

 
32 LPRA Ap. V, R. 44.1.  (Énfasis nuestro). 

 La concesión de costas tiene una función reparadora, pues permite 

el reembolso de los gastos necesarios y razonables en los que tuvo que 

incurrir la parte prevaleciente del pleito en su tramitación.  Rosario 
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Domínguez v. ELA et al., 2017 TSPR 90, 198 DPR __ (2017), a la pág. 14.  

Ello, para evitar que el derecho de dicha parte no quede “‘menguado por 

los gastos que tuvo que incurrir sin su culpa y por culpa del adversario’”.  

Id.  (Citas suprimidas).  Por tanto, la referida norma tiene dos propósitos: 

(1) restituir lo que una parte perdió al verse obligada a litigar, y (2) penalizar 

la litigación inmeritoria, temeraria o viciosa.  Id.   

Una vez reclamadas, la imposición de costas es mandatoria.  
Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., supra; Auto Servi, 
Inc. v. E.L.A., supra.  No obstante, su concesión no opera de 
forma automática, ya que tiene que presentarse 
oportunamente un memorando de costas en el que se 
precisen los gastos incurridos.  Colon Santos v. Coop. Seg. 
Mult. P.R., 173 DPR 170 (2008); J.T.P. Dev. Corp. V. Majestic 
Realty Corp., supra.  Véase, además, […]  Además, el tribunal 
tiene amplia discreción para evaluar la razonabilidad y 
determinar la necesidad de los gastos detallados.  Maderas 
Tratadas v. Sun Alliance et al., supra; Auto Servi, Inc. v. 
E.L.A., supra. 

 
Domínguez v. ELA et al., 2017 TSPR 90, 198 DPR __ (2017), a las págs. 
14-15.  (Cita suprimida). 
 
 Con respecto a la presentación oportuna del memorando de costas, 

precisa apuntar que, tanto el término establecido para ello, así como para 

notificar a la otra parte, son jurisdiccionales.  Id., a la pág. 24.      

III. 

 Nos corresponde resolver si el foro apelado incidió al denegar las 

costas solicitadas por la parte peticionaria, luego de verse obligada a acudir 

ante este Tribunal y lograr la revocación de la sentencia desestimatoria de 

su causa de acción.  Analizado el recurso ante nuestra consideración, a la 

luz del derecho aplicable, concluimos que el tribunal de instancia cometió 

el error señalado. 

 Cual expuesto, la Regla 44.1 (a) provee para la concesión de costas 

a la parte a cuyo favor se dicte sentencia en apelación.  En lo que respecta 

a la concesión de costas en la etapa apelativa, la Regla 44.1 (c) es clara, 

en cuanto a que, cuando una sentencia del Tribunal de Primera Instancia 

sea revocada, como en el presente caso, la parte a cuyo favor se dicte la 

sentencia a nivel apelativo podrá solicitar la concesión de las costas.  Fue 

ello precisamente lo que hizo la parte peticionaria. 



 
 

 
KLCE201700775    

 

7 

 Acorde con ello, resulta forzoso concluir que el tribunal recurrido erró 

al modificar su determinación inicial y resolver que la solicitud de costas de 

la peticionaria habría de ser resuelta una vez culminase el pleito en su 

totalidad.  La parte peticionaria resultó victoriosa en la etapa apelativa y 

presentó el memorando de costas oportunamente4, por lo que su concesión 

es mandatoria. 

 Ello cumple con la función reparadora perseguida por la concesión 

de costas, que permite el reembolso de los gastos necesarios y razonables 

en los que tuvo que incurrir la parte prevaleciente en la tramitación de su 

apelación.  De hecho, de no haber apelado la sentencia sumaria 

desestimatoria, la parte peticionaria habría perdido su causa de acción.  En 

su consecuencia, procede revocar la orden impugnada y devolver el caso 

al foro primario, para que este evalúe el memorando de costas y conceda 

las partidas que correspondan. 

IV. 

Por las razones antes expuestas, expedimos el auto de certiorari y 

revocamos la determinación emitida el 17 de abril de 2017, notificada el 

20 de abril de 2017, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan. 

Además, devolvemos el caso para que dicho foro evalúe el memorando de 

costas y conceda las partidas que correspondan.     

 Notifíquese inmediatamente. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
4 Huelga apuntar que, a pesar de que la parte peticionaria aduce que la recurrida no 
impugnó el memorando de costas oportunamente, surge de la moción de reconsideración 
presentada por la recurrida ante el Tribunal de Primera Instancia que la peticionaria le 
notificó el memorando de costas el 6 de marzo de 2017, tres días después de haberlo 
presentado al foro recurrido (pero tres días antes de que venciera el término jurisdiccional 
de 10 días).  Así, cuando el foro primario inicialmente aprobó el memorando de costas, el 
9 de marzo de 2016, aún no había transcurrido el término para que dicha parte lo 
impugnara. 


